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San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de noviembre de dos mil veinticuatro. 
V I S T O para resolver en definitiva el Expediente de Responsabilidad Administrativa RA-13/2022/2, y;

R E S U L T A N D O
I.- Expediente de Investigación: En fecha dos de octubre de dos mil diecinueve, el titular de la Autoridad Investigadora de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, ordeno dar inicio al Expediente de Investigación Administrativa de radicado bajo el número ***************; por presunta falta administrativa de *****************, en desempeño del cargo de Asesor Jurídico de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí; etapa dentro de la cual en lo medular se encuentran las siguientes constancias y actuaciones: 
a).- Denuncia. Mediante escrito presentado el veintitrés 23 de septiembre de dos mil diecinueve 2019 en la Contraloría General del Estado, compañeras y compañeros de la Junta Estatal de Caminos, pusieron en conocimientos hechos que podrían constituir faltas administrativas atribuibles al ***********************; por presuntivamente haberles video grabado de manera oculta, dentro del horario de trabajo, al momento en que entraban a hacer sus necesidades al baño mixto que se encuentra en el interior de la unidad de asuntos jurídicos de la Junta Estatal de Caminos. –fojas 22 y 23-
b).- Inicio de Expediente de Investigación. En virtud a lo expuesto en el referido ocurso, por auto de fecha dos de octubre del dos mil diecinueve, la Dirección de Investigación y Evolución Patrimonial de la Contraloría General –autoridad investigadora- ordenó dar inicio al expediente de investigación administrativa número **********************; -fojas 27 a la 30-  de igual manera en el referido auto requirió al Director Administrativo de la Junta Estatal de Caminos, para que informara: (1) La antigüedad en el servicio público de *********************; (2) su último grado de estudios; (3) su domicilio particular; (4) su cargo; (5) su sueldo mensual integrado; y (6) para que remitiera copia certificada de su nombramiento, contrato o movimiento de personal; sus recibos de nómina de enero de dos mil diecinueve, a la fecha; y el expediente personal formado con motivo de su contratación; así como el documento en el cual, consten sus funciones.
c).- Constancias relativas al expediente personal del presunto responsable. En cumplimiento a lo ordenado en el auto de admisión de la investigación, el Director Administrativo de la Junta Estatal de Caminos Remitió el siguiente oficio: DA/SRH/140/19, de fecha seis 06 de noviembre de dos mil diecinueve 2019; que para una mejor referencia se digitaliza enseguida: 
DIGITALIZACION
Del oficio de referencia se desprende que la autoridad requerida –Dirección Administrativa- además de informar lo solicitado, remitió diversas documentales que conforman el expediente personal de ******************** –presunto responsable- visibles a fojas 32 a la 188 del presente expediente; de las que destacan su nombramiento como Asesor jurídico adscrito a la Junta Estatal de Caminos del Estado, emitido en fecha primero 01 de Marzo de dos mil quince 2015 -foja 33-, el Convenio de Terminación de la Relación Individual de Trabajo, suscrito el diez 10 de abril de dos mil diecinueve 2019 entre el Presunto responsable y el entonces encargado de la Dirección General de la Junta Estatal de Caminos del Estado –foja 170 a 172-; el recibo de pago de sueldo (finiquito) de fecha quince 15 de abril de dos mil diecinueve 2019 –foja 170- del cual se advierte que fueron cubiertas al presunto responsable sus prestaciones derivadas de su terminación de relación laboral; y finalmente la carta de renuncia voluntario que suscribe ******************, presentada ante la Junta Estatal de Caminos en fecha diez 10 de abril de dos mil diecinueve 2019. 
d).- Actas Administrativas. Relativas a las entrevistas realizadas por parte de la autoridad investigadora dentro del expediente de investigación administrativa a los Servidores Públicos *******************, y ***************** el día 26 veintiséis de noviembre de dos mil diecinueve 2019, y al diverso *************** el veintisiete 27 de febrero de dos mil veinte; en las que los entrevistados expusieron sobre el conocimiento que tenían de las videograbaciones materia de los hechos que constituyen la falta administrativa que se atribuyen al presunto responsable. –fojas 191, 192, 201 y 202- 
e).- Actas Administrativas de Inspección. Del sumario se desprende que en fecha seis de abril de dos mil veintiuno, la autoridad investigadora  
  llevó a cabo una inspección (1) –fojas 248 a 251- en el baño mixto de mujeres y hombres ubicado al interior de la oficina de la unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos en la que medularmente asentó lo siguiente:  
…

 “Ubicados en la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, por así manifestarlo el servidor público presente y observarse la leyenda en estampa color roja, con ventana y puerta de vidrio. Viendo de frente a dicha oficina, del lado izquierdo se encuentra una puerta de madera color café claro que al entrar, aproximadamente a los dos metros de distancia, se encuentra una segunda puerta del mismo material de madera color café claro que corresponde a la puerta del baño objeto de inspección. Adentro de dicho sanitario, se observa una taza color blanco con un bote de plástico color negro con una bolsa de plástico transparente para basura y un dispensador de papel higiénico colocado en la pared del lado derecho. Justo al frente de la taza descrita, se encuentra un lavamanos color blanco con repisa color gris claro y un espejo justo arriba del lavamanos. Debajo de la repisa del lavamanos se encuentra un bote de plástico color negro, con una bolsa de plástico para la basura. Dicho bote se encuentra justo enfrente de la taza del baño inspeccionado. Siendo todo lo que se observa, se procede a tomar fotografías con el aparato celular personal de la suscrita marca Motorola, TYPE …”
De igual manera se observa una diversa inspección (2) –fojas 262 y 263- levantada el diecinueve de agosto de dos mil veintiuno en la dirección administrativa de la Junta Estatal de Caminos; la que fue programada a fin de verificar si en archivos de esa entidad, existe un aparato celular que se haya puesto a disposición, derivado de la incidencia ocurrida en torno al entonces servidor público de nombre ********************* –presunto responsable- diligencia que en la que destacadamente se observó lo siguiente:  
“Que si se encuentra en archivos de la dirección administrativa un aparato celular color blanco, marca Sony Ericsson;… la suscrita Directora de Investigación Administrativa y Evaluación Patrimonial 
 procedo a verificar el aparato que me es puesto a la vista … mismo que efectivamente corresponde a un aparato celular color blanco marca Sony Ericsson … En virtud de lo cual, siendo que el objeto localizado y antes identificado se relaciona con los hechos investigados en le presente expediente de investigación administrativa ********************* del índice ce la Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial, en este momento procedo a agregar el objeto antes señalado a los autos de la presente investigación, por considerarse un elemento que permite conocer la verdad material sobre los hechos investigados.”
Cabe precisar que ambas actas de inspección administrativa, fueron llevadas a cabo en presencia de testigos de asistencia que signan las respectivas actas. 
f).- Acuerdo de conclusión de investigación. En fecha veintiséis de agosto de dos mil veintiuno se dictó el acuerdo de conclusión de las diligencias de indagación –foja 266-, ordenando llevar a cabo el análisis de los hechos y de la información recabada a fin de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que puedan constituir responsabilidades administrativas. 
En fecha ocho de septiembre de dos mil veintiuno se docto un diverso acuerdo en que básicamente se determinó: 

“San Luis Potosí, San Luis Potosí, ocho de septiembre de dos mil veintiuno.

Visto para resolver el Expediente de Investigación Administrativa *********************, instaurado con motivo de la denuncia anónima relativa a la queja interpuesta en contra del C. **************************, en su carácter de Asesor Jurídico de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí.

RESULTANDO
…

CONSIDERANDO
(…) 

Por lo expuesto y fundado, con fundamento en lo previsto en los artículos 124°, y 125° fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 3o, fracción I, inciso d), 43° y 44°, fracciones XVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 1o, 2o, 3o, fracción II, 4o fracción I, 8o fracción V, 9o, 92°, 93°, 95°, 96°, 97°, 98°, 102° y relativos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; 56° de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 4° fracción III, inciso c), 24°, fracciones I, II, IV, VI, IX y XI del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado publicado el treinta y uno de agosto de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial del Estado; esta Autoridad Investigadora, ACUERDA:

PRIMERO.- De conformidad con el artículo 102 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se declaran analizados los hechos, así como la información recabada, en el expediente de investigación administrativa *******************.

SEGUNDO.- Existen elementos suficientes para considerar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad de ********************, asesor jurídico adscrito a la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí, por la infracción a lo establecido el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

TERCERO.- En ejercicio de las facultades de esta autoridad investigadora, se ordena emitir Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, el cual deberá presentarse ante la autoridad substanciadora Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, por lo que el mismo deberá contener los requisitos a que alude el artículo 192 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
CUARTO.- Ofrézcanse como pruebas en el informe a que alude el punto anterior, las constancias recabadas la investigación administrativa ***********************, dejándose copia certificada correspondiente en el expediente de antecedentes que se forme, así como otras pruebas que se consideren pertinentes.
g).- Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. 
 Finalmente en etapa de investigación –fojas 7 a la 20- se observa agregado el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, que en fecha ocho de septiembre de dos mil veintiuno elaboró la Autoridad Investigadora de este procedimiento; del expediente ********************; en el cual se señaló, lo siguiente: 

D I G I T A L I Z A C I O N

II.- Expediente de Substanciación: En fecha veintinueve de septiembre de dos mil veintiuno, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado 
 –autoridad substanciadora-, proveyó y dio por recibido el oficio ****************** fechado el ocho de septiembre del dos mil veintiuno, signado por la Directora de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado 
 -autoridad investigadora-; auto a través del cual admitió a trámite el informe de presunta responsabilidad administrativa que formulo la investigadora, ordenando iniciar el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa bajo el número de expediente EPRA-091/2021, dentro de lo cual se desprende se realizaron las siguientes actuaciones:
a).- Emplazamiento. Acorde con lo ordenado en el precitado auto de admisión del “IPRA” y apertura del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, en fecha once de marzo de dos mil veintidós se emplazó al presunto responsable, ********************, haciéndole saber el derecho que tiene para comparecer a entablar su defensa en la audiencia inicial del presente asunto, que fue señalada para tener verificativo el 28 veintiocho de octubre de 2021 dos mil veintiuno, a las 10:00 diez horas –fojas 288 a 290-; de igual manera se notificó de la mencionada audiencia a la autoridad investigadora -291 a 294-.  
b).- Audiencia Inicial.- Dentro de la etapa de substanciación, siendo las diez horas del treinta y uno de marzo de dos mil veintidós, se dio apertura a la audiencia inicial del presente procedimiento de responsabilidad administrativa, en la que asistieron las partes, Autoridad investigadora, y el Servidor Público Presunto Responsable: **************, en su carácter de entonces Asesor Jurídico de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí. 

En la referida audiencia, se hizo saber al presunto los derechos que le asisten; además de que los motivos por los cuales fue citado a comparecer a la Audiencia Inicial, se encuentran señalados en el acuerdo de 29 veintinueve de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, dictado en autos del procedimiento de responsabilidad administrativa EPRA-091/2021. el cual le fue notificado personalmente el 11 once de marzo de 2022 dos mil veintidós; y que el presente procedimiento de responsabilidad administrativa se instauró en su contra con motivo de hechos probablemente constitutivos de faltas administrativas, incurridos en el desempeño de su encargo como asesor jurídico de la junta estatal de caminos del estado de San Luis Potosí, derivado de los hechos contenidos en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, (IPRA); así como que, la falta administrativa grave que se le atribuye de manera presunta es la prevista en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí -abuso de funciones-; en relación a lo que en uso de la voz *********************, señalo: 
“Que es mi deseo defenderme por mí mismo y solicito se metenga por compareciendo por escrito y por realizando las manifestaciones que a mi parte corresponde, asimismo, la ratifico en todas y cada una de sus partes, solicitando se me tenga también por señalando domicilio procesal. Siendo todo lo que tengo que manifestar”
(Énfasis añadido)
Adicionalmente, cabe mencionar que en el ocurso que presento y ratifico el presunto responsable, medularmente adujo lo siguiente: 
“Con fundamento a lo dispuesto en los artículos 113, 118, 119, 120, 121, 122, 138, 196, 199 y demás relativos aplicables de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y en cumplimiento al proveído que contiene el oficio *********************** de fecha 08 de Marzo de 2022 que se desprende del expediente EPRA-091/2021, notificado al suscrito, comparezco a efecto de realizar las manifestaciones correspondientes a los señalamientos por las omisiones o conductas presuntamente constitutivas de responsabilidad administrativas señaladas por el artículo 56 de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en 03 de julio del año dos mil diecisiete. 

“En primer lugar se manifiesta que en la fracción VIII del capítulo de “VI Infracción que se imputa al presunto responsable y las razones por las cuales se considera cometió una falta del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa emitido por la Directora de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial, señala que: “...dicho actuar constituye una falta administrativa según lo prescrito por el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que establece que Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que realice por sí o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4° fracción XII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí...". 
Sin embargo, a dicha disposición legal se le agregó el texto a que hacen referencia mediante el “Decreto 0725.- Se REFORMA el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí la reforma publicada en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado de San Luis Potosí de fecha 07 de agosto del año 2020.”, reforma a dicho artículo que no se encontraba vigente al momento de haberse presuntamente cometido las conductas que se le atribuyen al ex servidor público. 
Debiendo ceñirse para su estudio, al texto del artículo 56 de la Ley en cita que en ese momento se encontraba vigente:

“ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público.”
II. En cumplimiento al proveído que instruye la remisión de las pruebas con que se cuente; para tal efecto el extremo que se argumenta en el punto que antecede se encuentra debidamente acreditado con la documental Pública consistente en una impresión del Decreto 0725, mediante el cual se reforma el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado de San Luis Potosí el día viernes 07 de agosto del año 2020.

Lo anterior para que surta los efectos de la comparecencia del suscrito, así como para el deslinde de responsabilidad dentro del procedimiento que nos ocupa, además para los efectos de establecer que si la conducta presuntamente atribuida al suscrito constituye o no falta administrativa no grave prevista en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.”
…
Finalmente, se tuvo a las partes por ofreciendo pruebas y se dio por concluida la audiencia inicial del presente procedimiento de presunta responsabilidad administrativa, ordenando remitir los autos a este Tribunal.  
III.- Expediente de Resolución. Por Ultimo esta autoridad resolutora 
 en fecha doce de abril de dos mil veintidós, dio por recibido el expediente ******************, que remitió la Autoridad Substanciadora, el cual una vez analizado fue admitido y registrado bajo el presente expediente número RA-13/2022; y se ordenó notificar a las partes del asunto. 

a).- Admisión de Pruebas.- Enseguida, en fecha doce de octubre de dos mil veintidós, se proveyó respecto de las pruebas que ofrecieron  las partes  
  advirtiéndose que les fueron admitidas las siguientes: 

A la autoridad investigadora:   
· Las Documentales consistentes en: 
· Documental Pública Primera.- Consistente en el original del Expediente de Investigación Administrativa ****************. 

· Documental Pública Segunda.- consistente en, contrato o nombramiento a favor de *********************** como asesor jurídico de la Unidad de Asuntos Jurídicos en la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.

· Documental Pública Tercera.- consistente en copia certificada de los documentos en que consta la fotografía de ****************, cartilla militar y credencial de elector. 

· Documental Pública Cuarta.- consistente en escrito de renuncia voluntaria de **********************. 

· Documental Pública Quinta.- consistente en convenio de terminación de la relación laboral entre ********************** y la Junta Estatal de Caminos.

· Documental Pública Sexta.- consistente en Acta Administrativa de Entrevista a los trabajadores: ************, lo cual obra en autos del expediente de origen. 

· Documental Pública Séptima.- consistente en Acta Administrativa de Entrevista a *************, la cual obra en autos del expediente de origen

· Documental Pública Octava.- consistente en Acta Administrativa de Inspección a  *****************. 

· Documental Pública Novena.- consistente en Acta Administrativa de inspección con fotografías, mediante la cual se plasmó la revisión ocular realizada en el sanitario mixto ubicado en las oficinas físicas en donde se encuentra la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos. 

· Documental Pública Décima.- Consistente en impresiones de pantalla de los videos en los momentos: Video de nombre MOV00007 Momento: 1 minutos y 15 segundos.; Video de nombre M0V00012 Momento: 1 minutos y 16 segundos; Video de nombre ************* Momento: 7 minutos y 21 segundos; Video de nombre ************ Momento: 0 minutos y 52 segundos; Video de nombre ************Momento: O minutos y 38 segundos.

· La Pericial en computación e informática forense.- Con cargo al perito al lng. *****************; quien cuenta con registro estatal de peritos, **************; a fin de conocer lo siguientes extremos:

I. Informe si los videos fueron creados y/o editados y/o montados, a través de diferentes imágenes.

II. Informe si los videos han sido manipulados, o bien, si es factible que sea el archivo original, tal cual y como fue grabado desde el aparato electrónico que los tomó.

III. Señale si es posible, la fecha de grabación de los videos.

IV. Señale el tipo de aparato con el que se grabó, precisando si es factible que se hayan grabado con un aparato celular.

V. Si del análisis se desprende que el registro de la imagen y video proceden de la cadena de registro original.

· Testimonial.- Consistente en el testimonio con cargo de las personas a que se refiere el Informe de presunta responsabilidad administrativa.

· Inspección Ocular.- En las instalaciones de Junta Estatal de Caminos, ubicada en calle Av. Mariano Jiménez 830, Estadio, 78280, San Luis, S.L.P., de esta ciudad capital, en el baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos, a fin de acreditar los siguientes extremos:

· “Que el lugar físico donde se ubica el baño de la Unidad de Asuntos Jurídicos, es el mismo lugar físico de los videos que obran en la USB ofrecida en el presente informe, así como el revisado según acta administrativa de fecha 06 de abril del 2021.

· Que es el lugar físico en el que Hiram Morales Colorado, coloco el aparato celular que grabo los videos antes señalados.”

· El Medio digital Primero y Segundo.- consistentes en: 1.- Memoria USB, cuyo contenido son 5 archivos de video de formato MP4; y 2.- Aparato celular color blanco marca Sony Ericsson, con el que presuntamente fueron tomados los videos ya enunciados. 

· Presuncional legal y humana o Circunstancial e Instrumental de actuaciones.
Al presunto responsable 
· La Documental Pública consistente en una impresión del Decreto 0725, mediante el cual se reforma el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado de San Luis Potosí el día viernes 07 de agosto del año 2020.
En este tenor por lo que respecta a las pruebas documentales así como a la de medio digital –documental-, fueron desahogadas por su propia y especial naturaleza en el referido auto de admisión de pruebas de doce de octubre de dos mil veintidós. 
b).- Prueba Pericial.- En fecha dos de diciembre de dos mil veintidós el Perito, Ingeniero Jaime Luis Piña Miranda, acepto el cargo que le fue conferido –foja 328-; posteriormente se otorgó al perito copia de la información documental consistente en los videos de nombres: ************************, respecto de los cuales realizaría su dictamen –foja 371-; finalmente en fecha seis de octubre de dos mil veintitrés el especialista rindió y ratifico el dictamen que le fue encomendado –fojas 375 a 384-.
c).- Prueba de Inspección.- Conforme fue ordenado dentro del sumario, en fecha trece de julio de dos mil veintitrés se desahogó la prueba de inspección ocular, la que tuvo verificativo en las instalaciones de Junta Estatal de Caminos, ubicada en calle Av. Mariano Jiménez 830, Estadio, 78280, San Luis, S.L.P., de esta ciudad capital, en el baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos; probanza en la que en relación con los extremos objeto de la inspección se levantó el acta de mérito en la que medularmente se acento: 
· “Que el lugar físico donde se ubica el baño de la Unidad de Asuntos Jurídicos, es el mismo lugar físico de los videos que obran en la USB ofrecida en el presente informe, así como el revisado según acta administrativa de fecha 06 de abril del 2021.
“no es propio de advertirse por los sentidos, sin embargo se observa al interior del área jurídica una puerta que conduce a un archivero y bodega y enseguida esta la puerta del baño mixto en la cual se observa un inodoro –taza de baño-  en color blanco al costado derecho un dispensador de papel y frente a este se ubica un lavamanos en color blanco con barra en color gris, un dispensador para toallas de papel secamanos, un espejo y dispensador de jabón líquido, así como dos botes para basura.
· “Que es el lugar físico en el que Hiram Morales Colorado, coloco el aparato celular que grabo los videos antes señalados.”
“Respecto de este punto se refiere que no es un hecho que se pueda advertir a través de los sentidos”
d).- Prueba Testimonial.- Sobre esta prueba, ofrecida por la autoridad investigadora, por auto de doce de octubre de dos mil veintidós se requirió a la oferente para que exhibiera el interrogatorio respectivo; lo que realizo y consecuencia de ello  mediante proveido de veintidós de mayo de dos mil veintitrés se admitió y se fijaron las diez horas del veintinueve de junio a fin de desahogar tal probanza; apercibiendo a la ofertante de declararse desierta la prueba, de darse el caso de no presentar a sus testigos; en seguida la no darse los elementos necesarios se difirió la fecha para recibir los atestes ofrecidos por la investigadora, señalándose como nueva data las diez horas del trece de julio de del último año en referencia; llegada la fecha del desahogo, una vez instalados en la audiencia, esta autoridad dio cuenta que no comparecieron los testigos, por lo que se hizo efectivo el apercibimiento formulado y se declaró desierta la prueba testimonial. 
e).- Alegatos y cierre de instrucción.- Por último el seis de febrero de dos mil veinticuatro se abrió el periodo de alegatos dentro del presente procedimiento, otorgando a las partes el término de cinco días hábiles comunes para formularlos; después el cinco de julio del mismo año se certificó que ninguna de las partes presento alegatos y en consecuencia se declaró, a las partes, por precluido tal derecho y se declaró cerrada la instrucción, citándose para resolver el expediente; finalmente por proveído de fecha diecisiete de septiembre de este año se prorrogo el plazo para resolver el procedimiento que nos ocupa lo que fue notificado el día veinticuatro. Por lo que; 
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Competencia. A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer y resolver en definitiva el presente asunto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3°, fracción IV, inciso e), párrafo segundo y 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en tanto que se trata de un procedimiento de responsabilidades administrativas instaurado en contra de un servidor público a quien presuntamente se le atribuye la comisión de una falta grave.
SEGUNDO.- Prescripción. De conformidad con el artículo 73, párrafo segundo, 
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuando se trate de faltas administrativas graves, el plazo de prescripción será de siete años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado; cuyo plazo, acorde con el diverso numeral 115 
 de la Ley en consulta se interrumpe con la Admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa .
En ese contexto, si la falta grave atribuida a la presunto responsable data de sus funciones como Asesor Jurídico de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí, derivo de hechos denunciados el veintitrés 23 de septiembre de dos mil diecinueve 2019; se tiene que el supuesto de prescripción no se actualiza en el presente caso.
TERCERO.- Acreditación del Servidor Público. La calidad de servidor público del presunto responsable se encuentra plenamente acreditada en autos con su copia certificada de su nombramiento de primero 01 de marzo de dos mil quince 2015, visible a foja 33 del sumario, mediante el cual la el entonces Director General de la Junta Estatal de Caminos otorga al C Hiram Morales Colorado el puesto de Asesor Jurídico en el referido organismo descentralizado. 

Documental a la que se reconoce valor probatorio pleno por haber sido emitida por una autoridad en ejercicio de sus funciones, conforme a lo previsto por el artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Sin perjuicio de que actualmente la presunto responsable ya no se encuentre laborando en la administración pública estatal, toda vez que, en su caso, ello no le exime de responsabilidad o genera un impedimento para la imposición de la sanción, tal como se corrobora con el criterio sostenido en la tesis cuyo rubro y contenido son los siguientes:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS SANCIONES PREVISTAS EN LA LEY RESPECTIVA SON APLICABLES AUN CUANDO AL MOMENTO DE LA IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN EL INFRACTOR YA NO SE ENCUENTRE LABORANDO EN EL SERVICIO PÚBLICO. 
 Una vez que en el procedimiento respectivo se considera administrativamente responsable a un servidor público, inmediata e inexcusablemente se hace merecedor de la imposición de alguna de las sanciones previstas por el artículo 13 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, restando únicamente a la autoridad individualizar la sanción atendiendo a los elementos a que hace referencia el numeral 14 de dicha ley, sin que de lo dispuesto por este último dispositivo se advierta que uno de los aspectos a considerar para tal efecto sea si al momento de la emisión de la resolución de responsabilidad administrativa el infractor continúa o no laborando en el sector público, de lo que se concluye que tal circunstancia, en su caso, sería un aspecto a considerar al ejecutar la resolución, pero de ninguna forma puede considerarse como una eximente de responsabilidad o un impedimento para la imposición de la sanción, ni mucho menos que afecte la validez de la resolución que se dicta en el procedimiento administrativo correspondiente, máxime que el infractor deberá cumplir la sanción aun cuando ésta se cumpla en el desempeño del nuevo cargo que ocupe, en caso de que reingrese al servicio público. Además, de considerar como cierta la afirmación de que si un servidor público ya no labora dentro del servicio público al momento en que se emite la resolución en la que se le finca responsabilidad administrativa, es un obstáculo para que la autoridad le imponga una sanción, aun cuando ya se le haya considerado administrativamente responsable de la comisión de la conducta infractora, podría llegarse al extremo de que cualquier servidor público contra el cual se haya instaurado un procedimiento por el indebido ejercicio de sus funciones, renuncie o deje el cargo que ocupa en el servicio público con la única finalidad de evadir la sanción que se le pudiera imponer.” PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

CUARTO.- Determinación Final y Consideraciones lógico jurídicas que sirven de sustento para la emisión de la resolución. Enseguida esta Sala Resolutora, una vez analizado todo lo anterior, y el expediente de responsabilidad Administrativa que se resuelve, procede a determina que existen elementos suficientes para declarar plenamente responsable al servidor público *****************, en su carácter de Asesor Jurídico de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí, en la comisión de la falta administrativa grave definida como Abuso de Funciones en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a las consideraciones siguientes: 
En primer lugar se debe tener en cuenta que conforme a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se dispone lo siguiente: 

“ARTÍCULO 138. Toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá de toda duda razonable, su culpabilidad. 
Las autoridades investigadoras tendrán la carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas. 

Quienes sean señalados como presuntos responsables de una falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan.”

De la anterior disposición se desprende: 

a) Que toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá de toda duda razonable, su culpabilidad. 

b) Que las autoridades investigadoras tendrán la carga de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas. 

c) Que quienes sean señalados como presuntos responsables de una falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan.

De lo anterior no se soslaya que la conducta descrita en el mencionado informe de presunta responsabilidad administrativa – Abuso de Funciones en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas- 
 es la base con la cual se inició el procedimiento, por tanto la única que podrá analizarse en la presente resolución, criterio de esta Autoridad que resulta coincidente, en lo ilustrativo, con lo establecido en las tesis cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS CONDUCTAS DESCRITAS EN EL CITATORIO CON EL QUE INICIA EL PROCEDIMIENTO CORRESPONDIENTE COMO INFRACTORAS DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, SON LAS ÚNICAS QUE DEBEN ANALIZARSE AL MOMENTO DE DICTAR LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA. 
 De conformidad con el artículo 21, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, el procedimiento en esta materia inicia con un citatorio en el que deben precisarse los hechos que puedan ser causa de responsabilidad en términos de lo dispuesto en las diversas fracciones del artículo 8 de la citada ley, a fin de que el inculpado conozca los motivos por los que se le considera presuntamente responsable y, consecuentemente, darle la oportunidad de defenderse debidamente en la audiencia que al efecto se celebre. En este sentido, las conductas descritas en el citatorio como infractoras del aludido precepto 8, son las únicas que deben analizarse al momento de dictar la resolución con que culmina el indicado procedimiento, pues de lo contrario se estaría transgrediendo la finalidad antes mencionada, al desconocer el servidor público las causas de responsabilidad en las que pudiera haber incurrido y por las que finalmente se le podría sancionar. Lo anterior no impide que, en caso de declararse la nulidad de la resolución por el vicio de ilegalidad comentado, la autoridad administrativa pueda iniciar un nuevo procedimiento por conductas diversas a las que fueron materia del anterior.” NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

 “RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA CONDUCTA ATRIBUIDA EN EL CITATORIO PARA LA AUDIENCIA DE LEY A QUE ALUDE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO PUEDE SER MODIFICADA EN LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. 
La fracción I del artículo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos prevé la garantía de audiencia, conforme a la cual todo gobernado tiene derecho frente a las autoridades administrativas y judiciales a que se le otorgue oportunidad de defensa por medio del ofrecimiento de pruebas y formulación de alegatos en los casos en que pueda verse afectada su esfera jurídica. Así, la autoridad en el procedimiento administrativo de responsabilidades debe salvaguardar las formalidades esenciales del procedimiento, permitiendo al incoado recabar y preparar las pruebas y alegatos necesarios para su defensa, con el fin de desvirtuar la actuación que al instruirse el citado procedimiento se le imputa. En esas condiciones, la conducta atribuida al servidor público en el citatorio para la audiencia de ley a que alude la señalada fracción I, no puede ser modificada en la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo disciplinario, para sancionarlo por una diversa, porque al hacerlo se soslayarían las indicadas formalidades, en tanto que no se brindaría al particular la oportunidad de defensa, al no existir un vínculo entre el proceder atribuido al iniciar el procedimiento, que es el que lo motivó, y el reprochado en la determinación con que concluye, por lo que, en todo caso, al advertir elementos que impliquen una nueva responsabilidad a cargo del presunto responsable, la autoridad está facultada para ordenar la práctica de investigaciones y citarlo para otra audiencia, a efecto de juzgarlo con respecto a la nueva conducta irregular advertida, de conformidad con la fracción III del invocado precepto.” SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.


Bajo este orden, cabe precisar que los HECHOS que se imputan al presunto responsable son los contenidos en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, digitalizado con antelación en este fallo, del cual se advierte que sobre ese tema –hechos- se precisó cardinalmente lo siguiente: 
“El día veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve fue recibido en esta Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial, escrito de denuncia suscrito por quienes se hacen llamar “Compañeras y Compañeros Sindicalizados y de Confianza de la Junta Estatal de Caminos, Indignados por los hechos acontecidos al interior de la JEC”, dentro del cual se relatan diversos hechos presuntamente irregulares y cometidos por un servidor público adscrito a la Junta Estatal de Caminos del Estado.

Ahora bien, a fin de poner en perspectiva los hechos aquí controvertidos, presumiblemente acontecidos al interior de la Junta Estatal de Caminos del Estado, resulta pertinente citar el fragmento siguiente del escrito de denuncia, recaída en autos del presente expediente en fojas 1 y 2:

“[...] venimos trabajadoras y trabajadores tanto sindicalizados como de confianza de la Junta Estatal de Caminos del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, a presentar DENUNCIA ANÓNIMA, por temor a represalias del denunciado y de las autoridades de la JEC que lo protegen, respecto de los siguientes hechos:

Nos encontramos sumamente preocupados por los acontecimientos de los que recientemente nos hemos dado cuenta, y que consisten en que el compañero de trabajo de nombre ***************, quien está adscrito a la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, ha grabado en forma oculta en horas de trabajo, a compañeras y compañeros de trabajo cuando entran a hacer sus necesidades al baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la JEC. 
El Lic. **************** para hacer sus fechorías propias de un maniático sexual, utilizó un teléfono celular al cual le colocaba un aditamento hechizo para sostenerlo de la parte superior de cesto de papeles de baño, escondiéndolo por debajo de la bolsa negra que cubre el cesto, a la cual le hacía un pequeño orificio que coincidía con el lente del celular, y de esta forma grababa a las compañeras y compañeros que entraban al baño a hacer sus necesidades fisiológicas, sin que se dieran cuenta de que estaban siendo grabadas en su intimidad por este nefasto delincuente maniático sexual. 
Todo esto se puede apreciar en los propios videos, como el Lic. *********************** hacía pruebas con el mismo, preparando las video grabaciones que hacía, colocando su teléfono celular escondido en la bolsa del cesto de papeles, dirigiendo el lente del celular hacia la taza del baño, es decir, que el mismo sale en los propios videos preparando sus fechorías.
Se sabe que este individuo constantemente hacia video grabaciones de las compañeras y compañeros de la JEC, cuando acudían al sanitario a hacer sus necesidades, sin embargo solo tuvimos acceso a algunas de ellas, en particular en la que se ve a la *****************, quien se encuentra adscrita a la unidad de asuntos jurídicos de la JEC, desnuda haciendo sus necesidades, en ese momento se encontraba embarazada, y en el video aparece el **************** entrando al baño inmediatamente después de que la Lic. Liliana salía de hacer sus necesidades, viéndose en el video como el **************** se arrodilla frente al cesto de basura y busca el papel sanitario que acababa de utilizar la ******************* y se lo lleva a su nariz para olerlo, todo esto propio de un indiscutible maniático y demente sexual.
Igualmente en el video aparecen haciendo sus necesidades el ***********************, quien fungía como Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos, **********************, auxiliar jurídico, ***********************, auxiliar jurídico y señora **************************** entonces secretaria de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la JEC.
Se hace la aclaración que según tenemos entendido, estas personas que han sido violentadas en sus derechos y en su intimidad, no se encuentran enteradas de que el Lic. ******************* las video grababa cuando entraban al baño [...]” (sic)

De lo anterior se desprende que, la conducta irregular consiste en que, el señalado ********************, presuntamente servidor público de la Junta Estatal de Caminos, colocaba un aparato celular en un baño mixto que se encuentra en las oficinas de la Unidad de Asuntos Jurídicos de aquella institución pública, esto con la intención de video grabar a los compañeros y compañeras en el interior de dicho baño al momento de realizar sus necesidades en aquel sanitario, para lo cual colocaba un aditamento para sostener el celular al borde superior del cesto de basura del baño; además, lo escondía detrás bolsa plástica del cesto, en la cual, presuntamente realizaba un pequeño orificio para que la lente de la cámara del aparato celular apuntara directamente al retrete.
(Énfasis añadido)

La CONDUCTA ATRIBUIDA al presunto responsable se encuentra contemplada en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; numeral que en relación con el diverso 50 del mismo cuerpo normativo disponen 
“TÍTULO TERCERO
FALTAS ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y ACTOS DE PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES
Capítulo II
De las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos
ARTÍCULO 50. Las conductas previstas en el presente capítulo constituyen faltas administrativas graves de los servidores públicos, por lo que deberán abstenerse de realizarlas, mediante cualquier acto u omisión.
ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí , o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.”
De los numerales transcritos se desprende que cometerá la falta administrativa grave de abuso de funciones el servidor público que: 
a) Ejerza atribuciones que no tenga conferidas, o;
b) Se valga de las atribuciones que tenga conferidas, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios;  

c) Los actos u omisiones –arbitrarios-, en que incurra, sean para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí

d) Los actos u omisiones –arbitrarios-, en que incurra, sean para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; 

e) O bien, cuando realiza por sí, o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.” 

Para cumplir con la CARGA PROBATORIA, la Autoridad Investigadora ofertó los medios de prueba supralineas descritos, que son los siguientes:

· Las Documentales consistentes en: 
· Documental Pública Primera.- Consistente en el original del Expediente de Investigación Administrativa **************. 

· Documental Pública Segunda.- consistente en, contrato o nombramiento a favor de ************ como asesor jurídico de la Unidad de Asuntos Jurídicos en la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.

· Documental Pública Tercera.- consistente en copia certificada de los documentos en que consta la fotografía de ****************, cartilla militar y credencial de elector. 

· Documental Pública Cuarta.- consistente en escrito de renuncia voluntaria de *************
· Documental Pública Quinta.- consistente en convenio de terminación de la relación laboral entre ****************** y la Junta Estatal de Caminos.

· Documental Pública Sexta.- consistente en Acta Administrativa de Entrevista a los trabajadores: ************************, lo cual obra en autos del expediente de origen. 

· Documental Pública Séptima.- consistente en Acta Administrativa de Entrevista a ***********************, la cual obra en autos del expediente de origen

· Documental Pública Octava.- consistente en Acta Administrativa de Inspección a  **************. 

· Documental Pública Novena.- consistente en Acta Administrativa de inspección con fotografías, mediante la cual se plasmó la revisión ocular realizada en el sanitario mixto ubicado en las oficinas físicas en donde se encuentra la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos. 

· Documental Pública Décima.- Consistente en impresiones de pantalla de los videos en los momentos: Video de nombre MOV00007 Momento: 1 minutos y 15 segundos.; Video de nombre M0V00012 Momento: 1 minutos y 16 segundos; Video de nombre MOV00014 Momento: 7 minutos y 21 segundos; Video de nombre MOV00015 Momento: 0 minutos y 52 segundos; Video de nombre MOV00016 Momento: O minutos y 38 segundos.

· La Pericial en computación e informática forense.- Con cargo al perito al  ***************; quien cuenta con registro estatal de peritos, *******************; a fin de conocer lo siguientes extremos:

a) Informe si los videos fueron creados y/o editados y/o montados, a través de diferentes imágenes.

b) Informe si los videos han sido manipulados, o bien, si es factible que sea el archivo original, tal cual y como fue grabado desde el aparato electrónico que los tomó.

c) Señale si es posible, la fecha de grabación de los videos.

d) Señale el tipo de aparato con el que se grabó, precisando si es factible que se hayan grabado con un aparato celular.

e) Si del análisis se desprende que el registro de la imagen y video proceden de la cadena de registro original.

· Testimonial.- Consistente en el testimonio con cargo de las personas a que se refiere el Informe de presunta responsabilidad administrativa.

· Inspección Ocular.- En las instalaciones de Junta Estatal de Caminos, ubicada en calle Av. Mariano Jiménez 830, Estadio, 78280, San Luis, S.L.P., de esta ciudad capital, en el baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos, a fin de acreditar los siguientes extremos:

· “Que el lugar físico donde se ubica el baño de la Unidad de Asuntos Jurídicos, es el mismo lugar físico de los videos que obran en la USB ofrecida en el presente informe, así como el revisado según acta administrativa de fecha 06 de abril del 2021.

· Que es el lugar físico en el que Hiram Morales Colorado, coloco el aparato celular que grabo los videos antes señalados.”

· El Medio digital Primero y Segundo.- consistentes en: 1.- Memoria USB, cuyo contenido son 5 archivos de video de formato MP4; y 2.- Aparato celular color blanco marca Sony Ericsson, con el que presuntamente fueron tomados los videos ya enunciados. 

· Presuncional legal y humana o Circunstancial e Instrumental de actuaciones.
Al respecto, cobra relevancia, en lo conducente, el criterio adoptado en la Tesis de Jurisprudencia por contradicción PC.I.A. J/159 A (10a.), en Materia: Administrativa, emitida por Tribunales Colegiados Plenos de Circuito, localizable bajo el registro digital: 2021902, del Semanario Judicial de la Federación. Libro 77, Agosto de 2020, Tomo VI, página 5530, que en su rubro y contenido refiere: 
“PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESARCITORIA. AL CUMPLIR LOS REQUISITOS PARA CONSIDERARLO PARTE DEL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DE TIPICIDAD Y PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, POR LO QUE LA CARGA DE LA PRUEBA SOBRE EL DAÑO O PERJUICIO CAUSADO AL ERARIO RECAE EN LA AUTORIDAD FISCALIZADORA. En la jurisprudencia P./J. 99/2006, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que tratándose de las normas relativas al procedimiento administrativo sancionador resulta válido acudir a las técnicas garantistas del derecho penal, siempre y cuando resulten compatibles con su naturaleza. En esa medida, el procedimiento administrativo resarcitorio previsto en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, vigente hasta el 18 de julio de 2016, cumple con los requisitos para considerarlo parte del derecho administrativo sancionador, pues su finalidad es sancionar las irregularidades o faltas causadas por actuaciones de servidores públicos, e incluso particulares, que vulneren el uso honesto y transparente del erario público, con el objeto de obtener la indemnización por los daños y perjuicios causados, mediante el pago que se determine en el pliego definitivo de responsabilidades. Además, tiene un fin represivo o retributivo que se ejerce como una manifestación de la potestad punitiva del Estado, ya que la indemnización que se condene a pagar al probable responsable deberá ser suficiente para cubrir los daños o perjuicios, o ambos, causados por la conducta considerada administrativamente ilícita, más su actualización en términos del Código Fiscal de la Federación. Finalmente, atendiendo al principio de presunción de inocencia, la carga de la prueba sobre el daño o perjuicio causado al erario público recae en la autoridad fiscalizadora, teniendo la obligación de presentar las pruebas que acrediten la existencia de la responsabilidad del probable responsable, lo que implica que este último no está obligado a probar su inocencia, derivado de que tiene reconocida tal calidad a priori. PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
(Énfasis agregado)
Ahora bien, las reglas para la VALORACIÓN DE LA PRUEBA, en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, se encuentran establecidas en los artículos 134, 135, 136 y 137 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que son del tenor literal siguiente:
“ARTÍCULO 134. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y de  la experiencia.”

“ARTÍCULO 135. Las autoridades resolutoras, recibirán por sí  mismas las declaraciones de testigos y peritos, y presidirán todos los actos de prueba bajo su más estricta responsabilidad.”

“ARTÍCULO 136. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.”

“ARTÍCULO 137. Las documentales privadas, las  testimoniales, las inspecciones y las periciales y demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad resolutora del asunto, resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos.”

De las disposiciones transcritas, podemos establecer lo siguiente:
1.- Las pruebas testimonial y pericial, se desahogan directamente ante la autoridad resolutora, en el caso el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; lo que nos conduce a concluir, que únicamente son susceptibles de ser valoradas como tales, las que hubieren sido desahogadas dentro del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa.
2.- Únicamente las documentales públicas tienen valor probatorio pleno en cuanto al ejercicio de las funciones públicas de la autoridad que lo emite, por lo que tiene un alcance demostrativo limitado, ya que el valor probatorio pleno, se refiere únicamente a la veracidad o autenticidad de los hechos a los que se refieran en cuanto al ejercicio de las funciones públicas de la autoridad, además de que se trata de una presunción iuris tantum, salvo prueba en contrario; esto es, el valor probatorio pleno se limita a la hechos materia de la documental pública atendiendo a las funciones públicas de la autoridad que emite la documental, verbigracia una documental publica que contiene la declaración de un particular ante una autoridad, prueba plenamente que el particular realizó las manifestaciones ante esa autoridad, sin embargo, no prueba la veracidad de esas manifestaciones, ya que estas no se convierten en proposiciones verdaderas, por el solo hechos de haberse manifestado ante una autoridad, ya que esa circunstancia no se desprende del ejercicio de las funciones públicas de la autoridad, que en el ese acto se limitaron a recibir las manifestaciones del particular, además de que se trata de una presunción iuris tantum, pues admite prueba en contrario, por lo que ese valor probatorio pleno, puede ser desvirtuado por prueba en contrario.
Es oportuno, precisar, que atentos a la regla contenida en el artículo 135, las documentales públicas que contengan declaraciones de particulares, no se pueden valorar como testimonio, ya que como se ha expuesto, las pruebas pericial y testimonial se deben desahogar ante la Autoridad Resolutora, en tratándose de faltas administrativas graves este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; por lo que las referidas documentales no son idóneas, para acreditar hechos que por su naturaleza requieren del desahogo de una prueba testimonial y/o pericial .
3.- Al momento de la valoración de las pruebas se deben tener en consideración la lógica, la sana crítica y la experiencia, es decir, el valor probatorio que se confiera a las pruebas, deberá ser prudentemente razonado;
4.- A las documentales privadas, las testimoniales, las periciales, y los demás medios de prueba innominados, se les podrá conferir valor probatorio pleno, para lo cual, se deberá razonar lo siguiente: a) Que resulten fiables; y b) Que sean coherentes con la verdad conocida y el recto raciocinio que guarden entre sí. 

Una vez establecido lo anterior, procederemos a la valoración de las pruebas ofertadas por la autoridad Investigadora para acreditar la imputación; respecto de las cuales, el VALOR Y ALCANCE ATRIBUIDOS se realiza bajo el orden siguiente: 
1.- El carácter de Servidor Público, se desprende de las pruebas documentales pública “segunda, cuarta y quinta”, consistentes en los contratos y nombramiento emitidos a favor de *******************; el escrito de renuncia voluntaria de del presunto responsable; y su convenio de terminación de la relación laboral; visibles a fojas 33, 35 a la 43, 84 a la 169 y 170 a 172  y 173; documentales a la que con fundamento en al artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí se le confiere valor probatorio pleno, en cuanto a que acreditan, que el indiciado tenía el carácter asesor jurídico de la Unidad de Asuntos Jurídicos en la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí; respecto de lo cual, conviene tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 3°, fracción XXVI de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con los diversos 124 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, que refieren: 

“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

…

XXVI. Servidores Públicos: las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;

(…)”

“ARTÍCULO 124.- Se entiende por servidores públicos: los representantes de elección popular; los titulares del Supremo Tribunal de Justicia, y demás Tribunales del Estado; los titulares de los organismos autónomos reconocidos por esta Constitución; los funcionarios y empleados, y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, estatal o municipal, incluyendo sus entidades; quienes serán responsables de los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones…”
“ARTÍCULO 125.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:

…

III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley…”
(Énfasis añadido)

Del primer precepto transcrito, se desprende que los servidores públicos, son las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

El artículo 124 constitucional, prevé lo qué debe entenderse por servidor público, entre otros, los funcionarios y empleados, y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, estatal o municipal incluyendo sus entidades, quienes serán responsables de los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

De igual forma, del artículo 125 citado, se desprende que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley.

En ese sentido, los servidores públicos entendiéndose éstos, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, estatal o municipal, serán responsables de los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus respectivas funciones.

Por tanto, los referidos servidores públicos están obligados a observar en todo momento las leyes, reglamento y demás disposiciones jurídicas que se atribuyen y vinculan a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones, caso contrario, serán responsables de los actos u omisiones que afecten la legalidad honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus respectivas funciones. Esa exigencia se traduce entonces en la premisa de que cualquier acto u omisión que incida en la inobservancia a esas disposiciones que resulten aplicables con las funciones que tiene encomendadas, es susceptible de ser sancionable.

De ahí que, es claro que con las documentales supra valoradas se demuestra fehacientemente que el C. Hiram Morales Colorado ostentó el cargo de servidor público como Asesor Jurídico en la Junta Estatal de Caminos, y por tanto resulta ser responsable de los actos u omisiones en que incurrió en el desempeño de sus funciones.
2.-  Por otra parte la existencia del aparato celular con el cual el servidor público indiciado realizaba las videograbaciones que se le atribuyen como acto que constituye la falta administrativa grave imputada, se desprende de las pruebas de “medio digital Segundo” consistente en el Aparato celular color blanco marca Sony Ericsson, con el que presuntamente fueron tomados los videos ya enunciados; y con la “Documental Pública Octava” consistente en Acta Administrativa de Inspección a **************** –visibles el primero agregado dentro del sumario y puesto a la vista al momento de resolver el presente asunto, y que se encuentra en resguardo de esta autoridad jurisdiccional; y el acta de inspección a fojas 262 y 263 del sumario; probanzas a las que se les atribuye valor probatorio pleno, de conformidad con lo que establecen los artículos 134 y 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en cuanto a que de dicho objeto –celular- y acta de inspección administrativa, el primero por ser incuestionable su existencia al tenerse a la vista y la segunda por tratarse de una documental publica generada por una autoridad en el desempeño de sus funciones; de ambas probanzas relacionadas entre sí resulta evidente la existencia del aparato celular color blanco marca Sony Ericsson. 
De igual manera la existencia del referido aparato celular se advierte de las diversas pruebas “Documentales Públicas Sexta y séptima,” consistentes en las Actas Administrativas de Entrevista a los ********************** –visibles a fojas 191 a 196 y 201 a 202- a las que se les concede valor probatorio pleno; con fundamento con lo que señala el artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; y por cuanto de las referidas probanzas se observa que las personas que intervienen en cada entrevista son coincidentes en lo que respecta a que tuvieron a la vista el aparato celular con el cual se realizaron las videograbaciones materia de los hechos que constituyen la falta administrativa grave que se atribuye al presunto responsable  
3.- Bien, por lo que respecta al “Medio digital Primero”, memoria USB color gris con morado, de la marca kingston, de 8 GB de capacidad, cuyo contenido son cinco archivos de video de formato MP4. -agregada a foja 24-, que contiene los videos siguientes: 
· Video de nombre MOV00007

Duración: 1 hora, 25 minutos y 25 segundos.

· Video de nombre MOV00012

Duración: 2 horas, 16 minutos y 11 segundos.

· Video de nombre MOV00014

Duración: 0 horas, 07 minutos y 39 segundos.

· Video de nombre MOV00015

Duración: 0 hora, 20 minutos y 40 segundos.

· Video de nombre MOV00016

Duración: 2 horas, 31 minutos y 26 segundos
Con fundamento en lo establecido en los artículos 121, 134, 136 y 137 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 
 en relación con lo dispuesto en el diverso numeral 76 del Código Procesal Administrativo para el Estado, 
 de aplicación supletoria a la Ley de la Materia, se otorga valor probatorio pleno, tanto al medio digital, memoria USB, ya que fue obtenida de manera licita y se trata de una reproducción del contenido del diverso medio digital –celular- valorado con antelación en esta sentencia; así como a los videos supralineas descritos, ya que al ser reproducidos, de su contenido se desprende que con fiabilidad se trata de los mismos a que se refieren los denunciantes en los hechos que dan motivo al presente procedimiento de responsabilidad administrativa, ello además al ser los mismo que forman parte del desahogo de la prueba pericial que se valorara infralineas de esta sentencia; sin que sea óbice mencionar que el indiciado en su declaración no negó haber sido el quien genero la información –videos- en formato digital que se le atribuye, ni que sea el quien aparece en los referidos videos.     

4.- En relación con la prueba de Inspección Ocular, realizada en las instalaciones de Junta Estatal de Caminos, ubicada en calle Av. Mariano Jiménez 830, Estadio, 78280, San Luis, S.L.P., de esta ciudad capital, en el baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos, con fundamento en lo establecido en los artículos 121, 134 y 137 
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, a Juicio de esta autoridad resolutora se le otorga valor probatorio pleno, pues resulta fiable y coherentes en relación a los hechos génesis de la falta administrativa grave que se atribuye al presunto; pues genera convicción en esta autoridad respecto de la existencia del baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado, y del cesto de basura en que aparentemente se colocaba el aparato celular, con que se realizaban las videograbaciones antes señaladas, de la ubicación del inodoro –taza de baño- ; lugar -baño- en el que se suscitaron los hechos anómalos atribuidos al presunto responsable.  
Cabe precisar que la última prueba referida se encuentra adminiculada a la diversa prueba “Documental Pública Novena”, ofrecida por la autoridad investigadora, consistente en el acta administrativa de inspección, mediante la cual la investigadora plasmó la revisión ocular que realizó en el sanitario mixto ubicado en las oficinas físicas en donde se encuentra la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos; probanza a la que con fundamento en lo estatuido en el numeral 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se le concede valor probatorio pleno; de la cual se advierte que fueron observados, la existencia del baño mixto de mujeres y hombres que se encuentra en el interior de la oficina de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado, así como los mueles y objetos que colocados al interior del mismo; y que es coincidente con lo observado en la antecitada prueba de inspección ocular, desahogada por esta autoridad
5.- En este contexto, en relación con la prueba Pericial en computación e informática forense, desahogada por el perito ingeniero **************; quien cuenta con registro estatal de peritos, ************; la que para mayor claridad se digitaliza enseguida: 
DIGITALIZACION
A la citada prueba pericial, con fundamento en lo establecido en los artículos 121, 134 y 137 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 
 en relación con lo dispuesto en el diverso numeral 72 fraccion II del Código Procesal Administrativo para el Estado, 
 de aplicación supletoria a la Ley de la Materia, se le otorga valor probatorio pleno, esto en razón de haber sido desahogada por perito en la materia objeto de la prueba, es decir con especialidad en tecnologías e informática; y debidamente inscrito en el registro estatal de peritos, conforme lo ordena la Ley de Peritos del Estado; 
 además de que dicha probanza, no fue objetada en cuanto a su alcance y valor probatorio, o bien se ofreció diversa prueba por parte del presunto responsable que le reste valor probatorio.   
Ahora bien, del dictamen pericial antes digitalizado se destaca que, en lo que respecta a los videos identificados como: Video de nombre MOV00007 (Duración: 1 hora, 25 minutos y 25 segundos), Video de nombre MOV00012 (Duración: 2 horas, 16 minutos y 11 segundos), Video de nombre MOV00014 (Duración: 0 horas, 07 minutos y 39 segundos), Video de nombre MOV00015 (Duración: 0 hora, 20 minutos y 40 segundos), Video de nombre MOV00016 (Duración: 2 horas, 31 minutos y 26 segundos); los mismos son auténticos, esto es, que no presentan alteración, modificación o manipulación alguna, en los datos que respaldan, desde su origen; por tanto el especialista asevera que al examinar dichos videos se puede afirmar que no han sido modificados ni alterados, de manera que es concluyente la autenticidad del material audiovisual que fue objeto del análisis pericial
De allí que se reitera, que el dictamen pericial en materia de computación e informática forense, que se analiza, merece valor probatorio pleno y resulta suficiente para acreditar que los hechos que se contienen en los videos –medio digital- de referencia si ocurrieron; además de que son coincidentes, en lo conducente, y guardan estrecha relación con los hechos narrados en la denuncia que dio origen a la indagatoria materia del procedimiento de responsabilidad administrativa que nos ocupa. 
Resultan aplicables, de manera orientadora, y por analogía, lo establecido en las tesis de jurisprudencia cuyos datos de localización y contenido se detallan a continuación:

PRUEBA PERICIAL. SU VALORACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO.- 
 El artículo 151, párrafo último, de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, establece que la prueba pericial será calificada por el Juez según prudente estimación, lo que significa que, para su valoración, no está sujeto a un método legal o tasado, sino que es libre, lo que no implica que la que lleve a cabo esté exenta de una exposición razonada que desarrolle las conclusiones a las que arribe, porque ese ejercicio de razonabilidad, que involucra la valoración de una prueba pericial según su prudente estimación, también exige el respeto al principio de legalidad que obliga, en el ejercicio jurisdiccional, a motivar las conclusiones que expliquen por qué el dictamen pericial provoca convicción para el dictado de la sentencia, por lo que sólo llevando a cabo el ejercicio que se indica podrá calificarse como debidamente valorada una prueba pericial en el juicio de amparo.
PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LA. SISTEMAS.-  
 En la valoración de las pruebas existen los sistemas tasados o legales y pruebas libres, o de libre convicción. Las pruebas legales son aquellas a las que la ley señala por anticipado la eficacia probatoria que el juzgador debe atribuirles. Así, el Código de Comercio en sus artículos 1287, 1291 a 1294, 1296, 1298 a 1300, 1304 y 1305, dispone que la confesión judicial y extrajudicial, los instrumentos públicos, el reconocimiento o inspección judicial y el testimonio singular, hacen prueba plena satisfechos diversos requisitos; que las actuaciones judiciales, los avalúos y las presunciones legales hacen prueba plena, y que el documento que un litigante presenta, prueba plenamente en su contra. Por otra parte, las pruebas de libre convicción son las que se fundan en la sana crítica, y que constituyen las reglas del correcto entendimiento humano. En éstas interfieren las reglas de la lógica con las reglas de la experiencia del Juez, que contribuyen a que pueda analizar la prueba con arreglo a la sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas. Esos principios se encuentran previstos en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, al establecer que los medios de prueba aportados y admitidos serán valorados en su conjunto por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia, exponiendo cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica y de su decisión. De modo que salvo en aquellos casos en que la ley otorga el valor probatorio a una prueba, el Juez debe decidir con arreglo a la sana crítica, esto es, sin razonar a voluntad, discrecionalmente o arbitrariamente. Las reglas de la sana crítica consisten en su sentido formal en una operación lógica. Las máximas de experiencia contribuyen tanto como los principios lógicos a la valoración de la prueba. En efecto, el Juez es quien toma conocimiento del mundo que le rodea y le conoce a través de sus procesos sensibles e intelectuales. La sana crítica es, además de la aplicación de la lógica, la correcta apreciación de ciertas proposiciones de experiencia de que todo hombre se sirve en la vida. Luego, es necesario considerar en la valoración de la prueba el carácter forzosamente variable de la experiencia humana, tanto como la necesidad de mantener con el rigor posible los principios de la lógica en que el derecho se apoya. Por otra parte, el peritaje es una actividad humana de carácter procesal, desarrollada en virtud de encargo judicial por personas distintas de las partes del proceso, especialmente calificadas por su experiencia o conocimientos técnicos, artísticos o científicos y mediante la cual se suministran al Juez argumentos y razones para la formación de su convencimiento respecto de ciertos hechos, también especiales, cuya percepción o cuyo entendimiento escapa a las aptitudes del común de la gente y requieren esa capacidad particular para su adecuada percepción y la correcta verificación de sus relaciones con otros hechos, de sus causas y de sus efectos o, simplemente, para su apreciación e interpretación. Luego, la peritación cumple con una doble función, que es, por una parte, verificar hechos que requieren conocimientos técnicos, artísticos o científicos que escapan a la cultura común del Juez y de la gente, sus causas y sus efectos y, por otra, suministrar reglas técnicas o científicas de la experiencia especializada de los peritos, para formar la convicción del Juez sobre tales hechos y para ilustrarlo con el fin de que los entienda mejor y pueda apreciarlos correctamente. Por otra parte, en materia civil o mercantil el valor probatorio del peritaje radica en una presunción concreta, para el caso particular de que el perito es sincero, veraz y posiblemente acertado, cuando es una persona honesta, imparcial, capaz, experta en la materia de que forma parte el hecho sobre el cual dictamina que, además, ha estudiado cuidadosamente el problema sometido a su consideración, ha realizado sus percepciones de los hechos o del material probatorio del proceso con eficacia y ha emitido su concepto sobre tales percepciones y las deducciones que de ellas se concluyen, gracias a las reglas técnicas, científicas o artísticas de la experiencia que conoce y aplica para esos fines, en forma explicada, motivada, fundada y conveniente. Esto es, el valor probatorio de un peritaje depende de si está debidamente fundado. La claridad en las conclusiones es indispensable para que aparezcan exactas y el Juez pueda adoptarlas; su firmeza o la ausencia de vacilaciones es necesaria para que sean convincentes; la lógica relación entre ellas y los fundamentos que las respaldan debe existir siempre, para que merezcan absoluta credibilidad. Si unos buenos fundamentos van acompañados de unas malas conclusiones o si no existe armonía entre aquéllos y éstas o si el perito no parece seguro de sus conceptos, el dictamen no puede tener eficacia probatoria. Al Juez le corresponde apreciar estos aspectos intrínsecos de la prueba. No obstante ser una crítica menos difícil que la de sus fundamentos, puede ocurrir también que el Juez no se encuentre en condiciones de apreciar sus defectos, en cuyo caso tendrá que aceptarla, pero si considera que las conclusiones de los peritos contrarían normas generales de la experiencia o hechos notorios o una presunción de derecho o una cosa juzgada o reglas elementales de lógica, o que son contradictorias o evidentemente exageradas o inverosímiles, o que no encuentran respaldo suficiente en los fundamentos del dictamen o que están desvirtuadas por otras pruebas de mayor credibilidad, puede rechazarlo, aunque emane de dos peritos en perfecto acuerdo. Por otra parte, no basta que las conclusiones de los peritos sean claras y firmes, como consecuencia lógica de sus fundamentos o motivaciones, porque el perito puede exponer con claridad, firmeza y lógica tesis equivocadas. Si a pesar de esta apariencia el Juez considera que los hechos afirmados en las conclusiones son improbables, de acuerdo con las reglas generales de la experiencia y con la crítica lógica del dictamen, éste no será conveniente, ni podrá otorgarle la certeza indispensable para que lo adopte como fundamento exclusivo de su decisión, pero si existen en el proceso otros medios de prueba que lo corroboren, en conjunto podrán darle esa certeza. Cuando el Juez considere que esos hechos son absurdos o imposibles, debe negarse a aceptar las conclusiones del dictamen. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

6.- Por otra parte a las pruebas, “Documental Pública Tercera” y “Documental Pública Décima” ofrecidas por la autoridad investigadora, consistente en copia certificada de los documentos en que consta la fotografía de **************, cartilla militar y credencial de elector –visibles a fojas 80, 81 y 82-; e impresiones de pantalla de los videos en los momentos: Video de nombre MOV00007 Momento: 1 minutos y 15 segundos.; Video de nombre M0V00012 Momento: 1 minutos y 16 segundos; Video de nombre MOV00014 Momento: 7 minutos y 21 segundos; Video de nombre MOV00015 Momento: 0 minutos y 52 segundos; Video de nombre MOV00016 Momento: 0 minutos y 38 segundos; atendiendo a lo establecido en los artículos 134 y 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí 
 se concede a las referidas probanzas valor probatorio pleno; de la que, bajo el principio jurídico de presunción iuris tantum (salvo prueba en contrario); se puede advertir que la persona que coloco el aparato celular –prueba de medio digital segundo- 
 en el baño mixto de mujeres y hombres ubicado al interior de la oficina de la unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, fue el aquí señalado como presunto responsable -*****************-.
7.- En este tenor, por lo que respecta a la prueba “Documental Pública Primera” consistente en el original del Expediente de Investigación Administrativa ************************; con fundamento en el artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se confiere valor probatorio pleno, únicamente por cuanto prueba que se conformó el referido expediente de investigación. 

8.- Finalmente en relación con la prueba documental –única- que ofreció y le fue admitida al presunto responsable, consistente en una impresión del Decreto 0725, mediante el cual se reforma el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado de San Luis Potosí el día viernes 07 de agosto del año 2020; con fundamento en el artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se le confiere valor probatorio pleno; la cual únicamente tiene por efecto demostrar el hecho de la publicación en ese medio de difusión oficial de la reforma aludida a la Ley de la Materia. 
En ese sentido, de las constancias y actuaciones del presente procedimiento resulta inconcuso de acuerdo a todo lo expuesto con anterioridad, que -de manera resumida-, el ************************** -presunto responsable- incurrió en la falta administrativa grave denominada abuso de funciones, establecida en el artículo 56 
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de que, fungía como servidor público al momento en que realizó dicha conducta con el carácter de asesor jurídico adscrito a la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí; quien se valió de las atribuciones que tenía conferidas, para realizar los actos tendientes a realizar de manera arbitraria, 
 es decir de manera ilegal e injustificada, las videograbaciones identificadas como: Video de nombre MOV00007 (Duración: 1 hora, 25 minutos y 25 segundos), Video de nombre MOV00012 (Duración: 2 horas, 16 minutos y 11 segundos), Video de nombre MOV00014 (Duración: 0 horas, 07 minutos y 39 segundos), Video de nombre MOV00015 (Duración: 0 hora, 20 minutos y 40 segundos), Video de nombre MOV00016 (Duración: 2 horas, 31 minutos y 26 segundos); en el baño mixto de mujeres y hombres ubicado al interior de la oficina de la unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, tendientes a generar un beneficio para si –del presunto responsable-, y en perjuicio de las y los denunciantes, es decir de sus Compañeras y Compañeros Sindicalizados y de Confianza la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí; lo cual realizó en contraposición de las normas aplicables para el ejercicio y regulación de sus funciones como Asesor Jurídico; inobservando además las directrices que rigen la actuación de los servidores públicos establecidas en los artículos 4° y 6° de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que para un mejor entendimiento se transcriben enseguida: 

“ARTÍCULO 4º. Son sujetos de esta Ley: 

I. Los servidores públicos; 

II. Aquéllas personas que habiendo o no fungido como servidores públicos, se ubiquen en los supuestos a que se refiere la presente Ley; 

III. Los particulares vinculados con faltas administrativas graves, y 

IV. Los particulares que formen parte o integren los consejos, patronatos, comités o juntas de gobierno de los entes previstos por los artículos, 64 y 65 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, siempre que los referidos particulares administren o dispongan de recursos públicos asignados a dichos organismos.”

“ARTÍCULO 6º. Los servidores públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de, disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los servidores públicos observarán las siguientes directrices: 

I.- Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones; 

II.- Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros; ni buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona u organización; 

III.- Satisfacer el interés superior de las necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la población; 

IV.- Dar a las personas en general el mismo trato, por lo que no concederán privilegios o preferencias a organizaciones o personas, ni permitirán que influencias, intereses o prejuicios indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones de manera objetiva; 

V.- Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las metas institucionales según sus responsabilidades; 

VI.- Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sujetándose a los principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados; 

VII.- Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos en los términos establecidos por la Constitución Federal; 

VIII.- Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una vocación absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos al interés general; 

(REFORMADA, P.O. 15 DE MAYO DE 2023) 
IX.- Evitar y dar cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con el desempeño responsable y objetivo de sus facultades y obligaciones; 

(ADICIONADA, P.O. 15 DE MAYO DE 2023) 
X. Se abstendrán de asociarse con inversionistas, contratistas o empresarios nacionales o extranjeros, para establecer cualquier tipo de negocio privado que afecte el desempeño imparcial y objetivo en razón de intereses personales o familiares, hasta el cuarto grado por consanguinidad o afinidad; 

(ADICIONADA, P.O. 15 DE MAYO DE 2023) 
XI. Separarse legalmente de los activos e intereses económicos que afecten de manera directa el ejercicio de sus responsabilidades en el servicio público y que constituyan conflicto de intereses, de acuerdo con lo establecido en esta Ley, en forma previa a la asunción de cualquier empleo, cargo o comisión; 

(ADICIONADA, P.O. 15 DE MAYO DE 2023) 
XII. Abstenerse de intervenir o promover, por sí o por interpósita persona, en la selección, nombramiento o designación para el servicio público de personas con quienes tenga parentesco por filiación hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado, y 

XIII.-Abstenerse de realizar cualquier trato o promesa privada que comprometa a los entes públicos. 

(ADICIONADO, P.O. 15 DE MAYO DE 2023) 
La separación de activos o intereses económicos a que se refiere la fracción XI de este artículo, deberá comprobarse mediante la exhibición de los instrumentos legales conducentes, mismos que deberán incluir una cláusula que garantice la vigencia de la separación durante el tiempo de ejercicio del cargo y hasta por un año posterior a haberse retirado del empleo, cargo o comisión.”
(El Énfasis es propio)
En ese orden, debe precisarse que de las condiciones exteriores, que se acreditan al caso, no se advierte que durante la realización de la conducta el presunto responsable se encontrase influenciado por algún efecto contrario que indujera su voluntad a la toma de la decisión hoy cuestionada, ni fue manifestado así en su declaración presentada, al momento del desahogo de la audiencia inicial.
Aunado a ello, su manifestación de voluntad en sentido afirmativo, que quedó demostrada en el presente asunto denota su omisión de abstenerse, conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de realizar la conducta denominada aviso de funciones establecida en el diverso artículo 56 de la citada Ley, dando como consecuencia la aplicabilidad de lo dispuesto en los artículos 77, 78 y 79 
, del citado ordenamiento, en lo relativo a la sanción a imponer por dicha falta administrativa de carácter grave.

Así como que, en el caso la materialización de la conducta -medios de ejecución- se concretaron con la colocación del aparato celular –medio digital segundo- a fin de realizar las videograbaciones 
 objeto de la conducta infractora que se atribuye al presunto responsable, según se ha quedado demostrado con anterioridad, en el apartado de valoración de las pruebas 

En este momento se considera que los elementos del empleo que desempeñaba el ex servidor público señalado como presunto responsable cuando incurrió en la falta administrativa, consisten en que, en su carácter de asesor jurídico tenía capacidad de decisión sobre el acto en que incurrió, es decir colocar o no el aparato celular a fin de realizar las videograbaciones que se le atribuyen, por lo que es inconcuso que se valió de su empleo, cargo o comisión para llevar a cabo la manifestación de voluntad contraria a la norma, -abuso de funciones-; tan es así que con su conducta –acto arbitrario- contravino lo dispuesto en las fracciones II y VII del antecitado artículo 6 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Por lo que hace a los daños y perjuicios patrimoniales causados con la conducta del presunto infractor,  a juicio de esta no se encuentra demostrado con medio de convicción contundente que se hubiere causado un daño o perjuicio a la hacienda pública de de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí
En lo relativo al nivel jerárquico, antecedentes del infractor y antigüedad en el empleo, se desprende que su nivel como Asesor Jurídico en la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí, le permitían tener plena conciencia de que la conducta anómala en que incurrió –abuso de funciones- y que con el acto arbitrario que estaba ejecutando, es decir la colocación del aparato celular para realizar las videograbaciones que se le imputan, estaba ocurriendo en una infracción, al valerse y excederse en las funciones de su encargo; máxime si se tiene en consideración que el infractor fue nombrado como asesor jurídico adscrito a la Junta Estatal de Caminos en fecha primero 01 primero de Marzo de dos mil quince 2015 -foja 33- y su encargo términos –por convenio de terminación de la relación individual de trabajo-, el diez 10 de abril de dos mil diecinueve 2019; por tanto es claro que estuvo en el desempeño de dichas funciones por un periodo de cuatro años y veintiséis días; lo que invariablemente le permitía conocer con plenitud sus funciones como Asesor Jurídico; y entender que la conducta infractora en que incurrió.  
En cuanto a las condiciones socioeconómicas, se tiene que durante su encargo como Asesor Jurídico, percibía un sueldo mensual neto de $ ********************, tal como se desprende de los recibos de pago de sueldos que agrego la autoridad investigadora –visibles a fojas 48 y 49-, lo cual denota que podía vivir de forma decorosa, aunado a que cuenta con estudios de nivel superior, sin embargo, sus circunstancias económicas, de acuerdo a lo expuesto con antelación sobre el daño o perjuicio a la hacienda o beneficio económico, no guardan relación directa que contribuya a incrementar la severidad en la sanción, por lo que dicho elemento subjetivo no constituye un elemento que pueda ser considerado en perjuicio del presunto responsable. 
Conforme al elemento consistente en reincidencia en el incumplimiento de las obligaciones a que se encontraba a cargo el presunto responsable, se precisa que de la búsqueda en los registros relativos a la existencia de una sanción derivada de una conducta típica similar a la que se analiza en el presente proyecto que haya sido sancionada y hubiere causado ejecutoria en contra del *******************, resultó infructífera, por lo cual, se precisa que no se actualizan los supuestos previstos en la fracción V del artículo 79 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, lo cual resulta en beneficio del presunto responsable.

En conclusión, y derivado de que, si bien la conducta del ex servidor público actualiza el supuesto normativo de infracción establecido en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de carácter grave considerada abuso de funciones, no menos cierto es que la gravedad de esa falta no encontró vínculo con medio de convicción alguno aportado en el presente procedimiento que permitiera establecer que con su conducta el presunto responsable causo daños o perjuicios a la hacienda, ni que hubiere beneficio o lucro alguno con la misma, en consecuencia se estima actualizado el supuesto contemplado en la última parte del último párrafo del artículo 77 de la Ley que rige el presente procedimiento, 
 consistente en que se imponga una sanción entre tres meses y un año de inhabilitación.  
Lo anterior encuentra concordancia con el criterio establecido en la tesis cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PUEDEN SANCIONARSE LAS IRREGULARIDADES COMETIDAS POR ÉSTOS, AUNQUE NO IMPLIQUEN UN BENEFICIO ECONÓMICO PARA EL RESPONSABLE NI CAUSEN DAÑOS O PERJUICIOS PATRIMONIALES.  
En términos del artículo 113 constitucional, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran los servidores públicos además de las que señalen las leyes de la materia, consistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, que deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados, lo cual significa que aspectos de índole económico sirven como parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa de esa naturaleza; sin embargo, ello no significa que las conductas no estimables en dinero o sin contenido económico, es decir, que no impliquen un beneficio económico para el responsable, o bien, causen un daño o perjuicio patrimonial, estén exentas de sanción, pues en primer lugar, la simple circunstancia de señalar y tomar en cuenta en un procedimiento disciplinario que la conducta atribuida a un servidor público no causó ningún daño o perjuicio patrimonial, o bien, que no le reportó beneficio económico alguno al responsable, implica necesariamente haber valorado aspectos de tipo económico para individualizar la sanción por el incumplimiento de obligaciones administrativas; en segundo lugar, porque esa interpretación sería contradictoria con lo establecido en el artículo 109, fracción III, de la propia Constitución, el cual dispone que se deben aplicar sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones; y en tercero, porque ello impediría sancionar a los servidores públicos que incumpliendo con sus obligaciones y, en consecuencia, los principios que rigen en el servicio público, no obtengan con sus conductas irregulares beneficios económicos, o bien, causen daños o perjuicios de carácter patrimonial, máxime que existen innumerables conductas no estimables en dinero que pueden ser causa de responsabilidad administrativa por el incumplimiento de obligaciones de esta naturaleza.” OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En ese orden, en virtud de que, en el presente procedimiento no se encuentra acreditado mediante medio de convicción alguno que respecto de ****************, se actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 78 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistentes en que la falta administrativa le hubiere generado beneficios económicos, para sí mismo o a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 51 de dicha Ley, o que se hubieren provocado daños y perjuicios a la hacienda pública estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos, se estima que no procede imponer sanción económica ni determinar el pago de una indemnización para reparar daño o perjuicio alguno; aunado a que la autoridad investigadora no realizó el análisis del daño o perjuicio causado por la conducta infractora desplegada por el presunto responsable. 

En otro aspecto, esta autoridad, tomando en consideración el análisis de los elementos que establece el artículo 79 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, DETERMINA QUE PROCEDE IMPONER AL ***************************, LA SANCIÓN DE INHABILITACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O COMISIONES EN EL SERVICIO PÚBLICO Y PARA PARTICIPAR EN ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS, SERVICIOS U OBRAS PÚBLICAS, POR UN PERIODO DE CINCO AÑOS; la cual a juicio de esta Autoridad resulta proporcional a la gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de sancionar y prevenir prácticas que infrinjan las disposiciones de la Ley en comento, y que constituye un imperativo natural del procedimiento sancionador en que se actúa. 

Inhabilitación que conforme a lo dispuesto en el artículo 224, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se considera de orden público, misma que surtirá sus efectos a partir de que se notifique al ************** la presente resolución tal como lo dispone el citado precepto legal.
Al efecto resulta aplicable, en lo conducente, el criterio contenido en la tesis  cuyos datos de identificación, rubro y contenido son las siguientes:
“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER. 
 De conformidad con el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos deberán establecer sanciones de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados con su conducta. De esta manera, por dispositivo constitucional, el primer parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa por la responsabilidad administrativa de un servidor público, es el beneficio obtenido o el daño patrimonial ocasionado con motivo de su acción u omisión. Por su parte, el numeral 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de contenido semejante al precepto 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta, además del señalado con antelación, los siguientes elementos: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de dicha ley; II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Por tanto, la autoridad administrativa debe buscar un equilibrio entre la conducta desplegada y la sanción que imponga, para que ésta no resulte inequitativa. Por ejemplo, si la autoridad atribuye a un servidor público el haber extraviado un expediente, y esa conducta la estima grave, pero sin dolo o mala fe en su comisión; reconoce expresamente que no existió quebranto al Estado, ni beneficio del servidor público; valoró la antigüedad en el empleo, lo cual no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que la perseverancia en el servicio público no debe tomarse como un factor negativo; tomó en cuenta si el infractor no contaba con antecedentes de sanción administrativa, y no obstante lo anterior, le impuso la suspensión máxima en el empleo, es inconcuso que tal sanción es desproporcionada y violatoria de garantías individuales.” SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE PONDERAR TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS COMO LOS SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO. 
Tanto los principios como las técnicas garantistas desarrolladas por el derecho penal son aplicables al derecho administrativo sancionador, en virtud de que ambos son manifestaciones del ius puniendi del Estado. Así, al aplicarse sanciones administrativas deben considerarse los elementos previstos por el derecho penal para la individualización de la pena, que señalan al juzgador su obligación de ponderar tanto aspectos objetivos (circunstancias de ejecución y gravedad del hecho ilícito) como subjetivos (condiciones personales del agente, peligrosidad, móviles, atenuantes, agravantes, etcétera), pues de lo contrario, la falta de razones suficientes impedirá al servidor público sancionado conocer los criterios fundamentales de la decisión, aunque le permita cuestionarla, lo que trascenderá en una indebida motivación en el aspecto material. En ese contexto, para que una sanción administrativa se considere debidamente fundada y motivada, no basta que la autoridad cite el precepto que la obliga a tomar en cuenta determinados aspectos, sino que esa valoración debe justificar realmente la sanción impuesta, es decir, para obtener realmente el grado de responsabilidad del servidor público en forma acorde y congruente, aquélla debe ponderar todos los elementos objetivos (circunstancias en que la conducta se ejecutó) y subjetivos (antecedentes y condiciones particulares del servidor público y las atenuantes que pudieran favorecerlo), conforme al caso concreto, cuidando que no sea el resultado de un enunciado literal o dogmático de lo que la ley ordena, y así la sanción sea pertinente, justa, proporcional y no excesiva. En ese tenor, aun cuando la autoridad cuente con arbitrio para imponer sanciones, éste no es irrestricto, pues debe fundar y motivar con suficiencia el porqué de su determinación.” CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Finalmente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 217 y 218 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se informa a las partes del procedimiento que la presente resolución puede ser controvertida a través del Recurso de Apelación ante este Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la presente resolución.

Por lo antes expuesto, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 108, 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 124 y 125 fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1°, 2°, 3° fracciones III y IV segundo párrafo, XVII y XVIII, 4° fracción II, 6°, 8° fracción II, 9° párrafo segundo, 12, 50, 56, 73, 77, 78, 79, 103, 113, 114, 115, 133, 134, 136, 137, 138, 201 fracción V, 202, 204, 206, 207 fracciones I a X y 208 fracciones II a IV, en relación con el diverso, 224, 226 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; último párrafo del artículo 8° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y lo establecido en el Acuerdo General contenido en el punto II.B., tomado en la sesión plenaria de levantamiento del acta de instalación, integración y conformación del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en la edición extraordinaria del Periódico Oficial del Gobierno del Estado, Plan de San Luis, de fecha veintidós de julio de dos mil diecisiete, es de resolverse y SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver el presente procedimiento de responsabilidad administrativa.

SEGUNDO.- Con fundamento en lo dispuesto en el numeral 206, fracción VII, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí vigente, se determina la responsabilidad plena del ex servidor público el **************************, derivada de la acreditación de los elementos constitutivos de responsabilidad administrativa, quien al momento de los hechos irregulares se desempeñaba como Asesor Jurídico adscrito a la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos del Estado de San Luis Potosí, en relación con los hechos investigados y analizados en el presente procedimiento, conforme a los razonamientos expuestos en esta sentencia.
TERCERO.- Con base en lo expuesto en la fracción VIII del artículo 206 de la Ley de Responsabilidades de mérito, se impone al ****************, la sanción de inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, por un periodo de cinco años,  sanción que es considerada de orden público, la cual, surtirá sus efectos a partir de que se notifique la presente resolución.
CUARTO.- Una vez que la presente resolución quede firme gírese oficio por el que se comunique a la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, la presente resolución así como sus puntos resolutivos.
QUINTO.- Llévense a cabo los actos necesarios para que la sanción impuesta en la presente resolución quede debidamente inscrita en el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados.
SEXTO.- Notifíquese Personalmente.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí

� Directora de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado 


�� Autoridad Investigadora 


� En lo subsecuente de esta sentencia para referirse al Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa se podrá hacer bajo las siglas: IPRA


� En lo subsecuente en la presente Resolución al citar: autoridad substanciadora, se entenderá que se refiere a la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado





� En lo subsecuente en la presente Resolución al citar: autoridad investigadora, se entenderá que se refiere a la Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado  


� En lo subsecuente de esta resolución al citar: autoridad resolutora; deberá entenderse que se refiere a este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por conducto de su Segunda Sala Unitaria. 





� Autoridad Investigadora y Presunto Responsable


� ARTÍCULO 73. Para el caso de faltas administrativas no graves, las facultades de las contralorías o de los órganos internos de control para imponer las sanciones prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubiere cesado el acto u omisión de que se trate si fue de carácter continuo. 





Cuando se trate de faltas administrativas graves o faltas de particulares, el plazo de prescripción será de siete años, contados en los mismos términos del párrafo anterior. 





La prescripción se interrumpirá en los términos a que se refiere el artículo 115 de esta Ley.





� ARTÍCULO 115. La admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa interrumpirá los plazos de prescripción señalados en el artículo 73 de esta Ley y fijará la materia del procedimiento de responsabilidad administrativa


� Época: Novena Época, Registro: 166079, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Octubre de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.1o.A.176 A, Página: 1639 


� ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí , o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.





� Época: Novena Época, Registro: 167636, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Marzo de 2009 Materia(s): Administrativa, Tesis: I.9o.A.106 A, Página: 2850 





� Época: Novena Época, Registro: 165686, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.672 A, Página: 1638 


� ARTÍCULO 51. (…) para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte o hayan formado parte en el último año.





� LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI





ARTÍCULO 4º. Para efecto de la aplicación de los programas y acciones del Estado y los municipios, que deriven del cumplimiento de la presente Ley y del Programa Estatal, así como para la interpretación de este Ordenamiento, se entiende que los tipos de violencia que se presentan contra las mujeres son:





XIII. Violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo.





Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella. 





La violencia política contra las mujeres en razón de género, puede expresarse en:





(…)


� ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.





ARTÍCULO 133. Para conocer la verdad de los hechos, las autoridades resolutoras podrán valerse de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos, solo estará excluida la confesional a cargo de las partes por absolución de posiciones. 





ARTÍCULO 134. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y de la experiencia. 





ARTÍCULO 136. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario. 





ARTÍCULO 137. Las documentales privadas, las testimoniales, las inspecciones y las periciales y demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad resolutora del asunto, resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos.





� ARTÍCULO 76. Se reconoce como prueba la información generada o comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología. 





Para valorar la fuerza probatoria de la información a que se refiere el párrafo anterior, se estimará primordialmente la fiabilidad del método en que haya sido generada, comunicada, recibida o archivada y, en su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas el contenido de la información relativa y ser accesible para su ulterior consulta. 





Cuando la ley requiera que un documento sea conservado y presentado en su forma original este requisito quedara satisfecho si se acredita que la información generada, comunicada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, se ha mantenido íntegra e inalterada a partir del momento en que se generó por primera vez en su forma definitiva y ésta pueda ser accesible para su ulterior consulta.


� ARTÍCULO 137. Las documentales privadas, las testimoniales, las inspecciones y las periciales y demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad resolutora del asunto, resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos.


� ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.





ARTÍCULO 134. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y de la experiencia. 





ARTÍCULO 137. Las documentales privadas, las testimoniales, las inspecciones y las periciales y demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad resolutora del asunto, resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos.





� ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: 





…





II. El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, según corresponda.





� ARTÍCULO 1º-  La presente ley es de orden público e interés general y tiene por objeto regular el ejercicio y la actividad que realicen los peritos valuadores, dictaminadores y traductores en el Estado.





ARTÍCULO 3º- Se establece el Registro Estatal de Peritos como un medio de control de orden público e interés general, que estará a cargo de la Secretaría General de Gobierno bajo las políticas y criterios que establezca la Comisión.  





ARTÍCULO 4º - Los poderes Legislativo y Judicial y las dependencias del Ejecutivo del Estado, de los Municipios y sus organismos descentralizados, así como los organismos constitucionales autónomos, sólo admitirán los avalúos y dictámenes periciales que hayan sido expedidos por peritos inscritos en el Registro a que se refiere el artículo anterior, así como los avalúos catastrales y los emitidos por corredores públicos de conformidad con lo previsto en sus leyes o reglamentos respectivos.





� Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 21, Agosto de 2015; Tomo I; Pág. 815. 2a./J. 97/2015 (10a.). Registro No. 2009661





� Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XX, Julio de 2004; Pág. 1490. I.3o.C. J/33. Registro No. 181056


� ARTÍCULO 134. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y de la experiencia. 





ARTÍCULO 136. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.


� El Medio digital Segundo.- consistentes en: Aparato celular color blanco marca Sony Ericsson, con el que presuntamente fueron tomados los videos. 





� ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí , o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.





� DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA





ARBITRARIO, RIA: 





1. Adj. Sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón.





Sin: parcial, improcedente, injustificado, inmotivado, injusto, inicuo, inconsistente, gratuito, temerario, caprichoso, abusivo, despótico, tiránico


� “ARTÍCULO 77. Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los servidores públicos, derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, consistirán en:


I. Suspensión del empleo, cargo o comisión;


II. Destitución del empleo, cargo o comisión;


III. Sanción económica, y


IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas.





A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la falta administrativa grave.





La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa días naturales.





En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el monto de la afectación de la falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite. Cuando no se causen daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de inhabilitación.”





“ARTÍCULO 78. En el caso de que la falta administrativa grave cometida por el servidor público le genere beneficios económicos, para sí mismo o a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 51 de esta Ley, se le impondrá sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos. En ningún caso la sanción económica que se imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios económicos obtenidos. Lo anterior, sin perjuicio de la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior.





El Tribunal determinará el pago de una indemnización cuando, la falta administrativa grave a que se refiere el párrafo anterior provocó daños y perjuicios a la hacienda pública estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos. En dichos casos, el servidor público estará obligado a reparar la totalidad de los daños y perjuicios causados y las personas que, en su caso, también hayan obtenido un beneficio indebido, serán solidariamente responsables.”





“ARTÍCULO 79. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo 77 de esta Ley se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes:





I. Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones;





II. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el servicio;





III. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público;





IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;





V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y





VI. El monto del beneficio derivado de la infracción que haya obtenido el responsable.”





� identificadas como: Video de nombre MOV00007 (Duración: 1 hora, 25 minutos y 25 segundos), Video de nombre MOV00012 (Duración: 2 horas, 16 minutos y 11 segundos), Video de nombre MOV00014 (Duración: 0 horas, 07 minutos y 39 segundos), Video de nombre MOV00015 (Duración: 0 hora, 20 minutos y 40 segundos), Video de nombre MOV00016 (Duración: 2 horas, 31 minutos y 26 segundos).





� Capítulo II


Sanciones para los Servidores Públicos por Faltas Graves





ARTÍCULO 77. Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los servidores públicos, derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, consistirán en: 


I. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 





II. Destitución del empleo, cargo o comisión; 





III. Sanción económica, y 





IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. 





A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la falta administrativa grave. 


La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa días naturales. 





En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el monto de la afectación de la falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite. Cuando no se causen daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de inhabilitación.


� Época: Novena Época, Registro: 172153, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Junio de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.8o.A.123 A, Página: 1169 





� Época: Novena Época, Registro: 181025, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.301 A, Página: 1799 





� Época: Novena Época, Registro: 170605, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.604 A, Página: 1812 
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